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En el presente informe jurídico se analiza el procedimiento administrativo en 
materia de barreras burocráticas que con fecha 30 de enero de 2017, América 
Móvil Perú S.A.C representada por su apoderado legal Gregorios Orfanos 
Crisóstomo, identificado con D.N.I. Nº 41498417, interpuso denuncia ante la 
Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del Instituto Nacional de 
Defensa de la Competencia y Protección de la Propiedad Intelectual (en adelante 
Indecopi), contra la Municipalidad Distrital de San Borja, por presuntas 
infracciones contra el Decreto Legislativo Nº 1256 - Decreto Legislativo que 
Aprueba la Ley de Prevención y Eliminación de Barreras Burocráticas. Mediante 
la Resolución Nº 0159-2017/STCEB-INDECOPI del 15 de febrero de 2017 se 
admitió a trámite la denuncia y se concedió a la Municipalidad un plazo de cinco 
(5) días hábiles para que formule los descargos y presente la información que 
estime pertinente. 

A razón de lo expuesto, con fecha 3 de marzo de 2017, la Municipalidad Distrital 
de San Borja, debidamente representada por su Procurador Público Fredy 
Héctor Cruces Arana, se apersonó al procedimiento administrativo y formuló sus 
descargos, solicitando a la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del 
Indecopi que la denuncia interpuesta por Claro sea desestimada.  

El 15 de febrero de 2017, mediante Resolución 0159-2017/STCEB-INDECOPI, 
la Secretaría Técnica de la Comisión admitió a trámite la denuncia. El 3 de marzo 
de 2017, la Municipalidad presentó sus descargos. 

La Municipalidad presentó un escrito, el 28 de junio de 2017, en el cual adjuntó 
la memoria descriptiva contenido en el Plan de Obras presentado por la 
denunciante como requisito para la obtención de su autorización de instalación 
de infraestructura de telecomunicaciones en el distrito de San Borja 

El 7 de julio de 2017, mediante Resolución 0373-2017/CEB-INDECOPI, la 
Comisión declaró barrera burocrática legal los hechos contenidos en la denuncia, 
y consecuentemente declara infundada la denuncia.  

El 31 de julio de 2017, la denunciante interpuso recurso de apelación contra la 
Resolución 0373-2017/CEB-INDECOPI. El 5 de enero de 2018, la Municipalidad 
resolvió el recurso de apelación reiterando sus argumentos de descargos. Cabe 
señalar que, dentro del auto concesorio de apelación, también se resolvió el 
desistimiento del procedimiento por parte de Claro, sin embargo, este no 
prosperó ya que la resolución de primera instancia ya había sido emitida. 

Finalmente, la Sala Especializada de Barreras Burocráticas del INDECOPI, 
REVOCÓ la Resolución de primera instancia, en consecuencia, declara 
improcedente la denuncia presentada por América Móvil Perú contra la 
Municipalidad Distrital de San Borja. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO 

Con fecha 30 de enero de 2017, América Móvil Perú S.A.C representada por su 

apoderado legal Gregorios Orfanos Crisóstomo, identificado con D.N.I. Nº 41498417, 

interpuso denuncia ante la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del Instituto 

Nacional de Defensa de la Competencia y Protección de la Propiedad Intelectual (en 

adelante Indecopi), contra la Municipalidad Distrital de San Borja, por presuntas 

infracciones contra el Decreto Legislativo Nº 1256 - Decreto Legislativo que Aprueba la 

Ley de Prevención y Eliminación de Barreras Burocráticas, argumentando lo siguiente:  

- América Móvil Perú S.A.C. (en adelante Claro) es una empresa peruana que 

cuenta con una concesión para prestar el Servicio Público de Comunicaciones 

Personales (PCS).  Con el fin de brindar cobertura en el Distrito de San Borja y 

cumplir con la obligación legal en mención, en el 2015 se procedió a ubicar un 

espacio público en el cual se pueda realizar la instalación de una ER; 

determinando que la intersección del Jirón de la CIencia, con el Jirón la Técnica, 

Distrito de San Borja, Provincia de Lima y Región Lima, constituía la mejor 

alternativa técnica para la instalación de la referida ER. 

- El 23 de septiembre de 2015, se solicitó a la Municipalidad de San Borja la 

autorización para la instalación de la ER, conforme a lo establecido en la Ley Nº 

29022 y su Reglamento, el Decreto Supremo Nº 003-2015-MTC. Es menester 

señalar que, dicha autorización fue obtenida mediante la aprobación automática. 

- A pesar de contar con la autorización en mención, la Municipalidad viene exigiendo 

de manera ilegal la provisión de una cámara de seguridad para poder seguir 

manteniendo instalada la ER en la zona citada párrafos arriba. 

- Es necesario señalar que, el Reglamento de la Ley Nº 29022, que establecen los 

requisitos generales, particulares y especiales para instalar una ER, se establece 

que el Operador deba proveer una cámara de seguridad al Municipio de la 

jurisdicción donde se va a llevar a cabo la instalación para que permita su 
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permanencia en el lugar instalado. 

- Asimismo, este acto puede ser considerado una coacción, dado que si no se 

provee la cámara de seguridad la Municipalidad inicia el procedimiento 

sancionador conducente al desmontaje de la ER y la aplicación de una multa, 

como en el presente caso mediante la imposición de la Multa Administrativa Nº 

1209-2016-MSB-GM-GF-UF. 

  Mediante la Resolución Nº 0159-2017/STCEB-INDECOPI del 15 de febrero de 

2017 se admitió a trámite la denuncia y se concedió a la Municipalidad un plazo de cinco 

(5) días hábiles para que formule los descargos y presente la información que estime 

pertinente. 

  A razón de lo expuesto, con fecha 3 de marzo de 2017, la Municipalidad Distrital 

de San Borja, debidamente representada por su Procurador Público Fredy Héctor Cruces 

Arana, se apersonó al procedimiento administrativo y formuló sus descargos, solicitando 

a la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas del Indecopi  que la denuncia 

interpuesta por Claro sea desestimada, señalando lo siguiente: 

- Mediante Oficio Nº 184-2016-GM-GMAO-UOPIM del 9 de mayo de 2016, se 

comunica a la denunciante que dentro del proceso de fiscalización al que está 

obligado el municipio, se constata que el proyecto de la propia denunciante 

contempla colocar poste de concreto, instalación de luminarias, cámara de 

seguridad y antena tipo triseptor, también se considera la instalación de una 

cámara subterránea para colocar los equipos que servirán para servicio de 

mantenimiento de las instalaciones ejecutadas. Asimismo, en dicho documento se 

precisa que hasta la fecha no se ha instalado la cámara de seguridad tal como se 

describe en la memoria descriptiva y que también se detalla en los planos 

adjuntados. 

- Con carta de fecha 18 de mayo de 2016, la denunciante manifiesta que, respecto 

a la instalación de las cámaras de seguridad, se encuentran en coordinación con 

la Sub Gerencia de Obras Menores y Privadas de la Municipalidad, quien es la 
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encargada de otorgarles las facilidades para poder ejecutar la instalación 

respectiva de las cámaras en el orden establecido.  

- Asimismo, mediante oficio Nº 517-2016-MSB-GM-GMAO-UOPIM de fecha 9 de 

noviembre de 2016, se pone en conocimiento a la denunciante lo siguiente: “Que 

mediante la correspondencia Nº 6956-2016 de fecha 26 de mayo de 2016 su 

representada nos informa que se encuentran en coordinación con la Sub Gerencia 

de Obras Menores y Privadas de la Municipalidad, quien es la encargada de 

otorgarles las facilidades para poder ejecutar la instalación respectiva de las 

cámaras en el orden establecido. Ante ello, hacemos hacemos de que el tiempo 

transcurrido sin verificarse ningún avance; es de 6 meses, lo que ha sobrepasado 

en demasía para el levantamiento de las observaciones requeridas”, comunicando 

de igual forma la denunciante, que la Unidad de Obras Públicas e infraestructura 

Menor procederá a iniciar el procedimiento sancionador por el incumplimiento 

verificado, debiendo su representada proceder a retirar la infraestructura de 

telecomunicaciones instalada en el plazo máximo de 10 días hábiles. 

- En ese sentido, señalan que las atribuciones de esta Comisión no han sido 

conferidas para convertirse en una instancia revisora de todo tipo de actuaciones 

de la administración pública, sino únicamente de aquellas que puedan calificar 

como barreras burocráticas en los términos especificados por la ley. Razón por la 

cual, las sanciones administrativas no suponen una barrera burocrática en sí 

mismas, más bien representan el ejercicio de la potestad sancionadora que toda 

entidad pública posee frente a alguna conducta tipificada como infracción.  

- En síntesis, Claro se comprometió mediante lo expresado en su expediente de 

solicitud de autorización a instalar una cámara de seguridad, situación que no ha 

sido regularizada. Asimismo, expresan que la Comisión no es competente para 

resolver sobre el fondo de la denuncia presentada por Claro, debido a que en la 

jurisprudencia se ha indicado que las sanciones por sí mismas no suponen la 

exigencia de requisitos, obligaciones o cobros o el establecimiento de 

impedimentos o abstenciones que perjudiquen a un agente económico en el 

mercado. 
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Es pertinente señalar que, con fecha 5 de abril de 2017, la denunciante presentó un 

escrito pronunciándose sobre los descargos presentados por la Municipalidad, señalando 

lo siguiente: 

- Claro accedió a provisionar cámaras de seguridad debido a que en reuniones 

realizadas con la Municipalidad se mencionó la importancia para el distrito de San 

Borja de mantener la seguridad de los vecinos. 

- Pese a ello, no existe disposición legal que obligue a los operadores móviles a 

entregar cámaras de seguridad a cambio de que se facilite el procedimiento de 

instalación de la infraestructura de telecomunicaciones en espacios públicos. 

- Existió si, un acuerdo de cooperación mutua en el que se acordó la entrega de una 

cámara de seguridad, pero este no está comprendido dentro del procedimiento 

que regula la instalación de una estación de radiocomunicación, el cual se 

encuentra reglado y cuenta con una serie de requisitos máximos exigibles. 

- Claro no cuestiona la sanción, sino que denuncia como barrera burocrática ilegal 

la exigencia impuesta a través del acto administrativo de sanción. 

Finalmente, la Municipalidad presentó un escrito, el 28 de junio de 2017, en el cual 

adjuntó la memoria descriptiva contenido en el Plan de Obras presentado por la 

denunciante como requisito para la obtención de su autorización de instalación de 

infraestructura de telecomunicaciones en el distrito de San Borja. 
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II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

En el presente capítulo corresponde brindar opinión respecto a los problemas 

jurídicos contenidos en el expediente materia del presente informe; así tenemos como 

cuestión principal determinar si constituye una barrera burocrática ilegal y/o carente de 

razonabilidad la exigencia de instalar una cámara de seguridad como parte de la 

instalación de una estación de radiocomunicación, materializada en el Acta de 

constatación Nº 400-2016-MSB-GM-GF-UF/9TS y en la Resolución de multa 

Administrativa Nº 1209-2016-MSB-GM-GF-U.  

Es preciso señalar que, según el artículo 3º del Decreto Legislativo Nº 1256 las 

barreras burocráticas son entendidas como: 

“Exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro que imponga 

cualquier entidad, dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o 

permanencia de los agentes económicos en el mercado y/o que puedan afectar a 

administrados en la tramitación de procedimientos administrativos sujetos a las 

normas y/o principios que garantizan la simplificación administrativa. La sola 

calidad de exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro no implica 

necesariamente su carácter ilegal y/o su carencia de razonabilidad”. 

También sobre ello, Patroni (2013), ha señalado: “Las Barreras Burocráticas son 

los actos o disposiciones de las entidades de la Administración Pública, que limitan 

el acceso o la permanencia en el mercado y con ello, la competitividad 

empresarial” (p.10)  

De lo mencionado por el autor, se debe entender entonces que estaremos frente 

a una barrera burocrática cuando se presenten obstáculos o trabas que de una otra 

manera dificulta el ingreso de las empresas al mercado. 

Considero que, al estar frente a un caso como este, se debe evaluar si la actuación 
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estatal termina produciendo una afectación arbitraria y desproporcionada al derecho de 

la libertad de empresa de Claro.  

Para la doctrina existen tres (3) maneras en las que una barrera burocrática puede 

llegar a ser materializada por parte de la administración estatal. Estas se dan, mediante 

la emisión de actos administrativos, a través de una disposición administrativa y 

finalmente por una actuación material.  

Asimismo, tenemos como cuestión secundaria determinar si la Comisión de 

Eliminación de Barreras Burocráticas es competente, dado que la Municipalidad señala 

que al hacerlo se estaría evaluando el ejercicio de su potestad sancionadora a las luces 

del presente caso. 

Sobre la competencia de la Comisión, Claro precisó que la denuncia no está 

dirigida a cuestionar la sanción impuesta, sino en cuestionar la exigencia impuesta a 

través de los actos administrativos y respecto de los cuales la Municipalidad se ampara 

para la imposición de una sanción y la respectiva medida complementaria. 

Al respecto, sabemos que la Comisión no resulta competente para revisar 

sanciones administrativas, sin embargo, esta ha sostenido que “eventualmente podría 

conocer de las sanciones y multas, si es que a través de ellas se materializa la imposición 

de barreras burocráticas en los términos establecidos en la ley”. 

En ese sentido, la Sala Especializada en Defensa de la Competencia del Tribunal 

de Indecopi1 ha señalado que el ejercicio de la potestad sancionadora por parte de las 

entidades estatales mediante el uso del ius puniendi estatal materializado en un proceso 

administrativo sancionadora no constituye un supuesto de barreras burocráticas y por lo 

tanto la Comisión no es competente; toda vez que Indecopi no actúa como una instancia 

revisora de los actos de la administración, sino solamente de aquellas que puedan 

calificar como barreras burocráticas en los términos previstos en la normativa legal 

vigente.  

 
1 Resolución Nº 1823-2006/TDC-INDECOPI 
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III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 El procedimiento materia de análisis, inició el 31 de enero de 2017, mediante la 

denuncia presentada por América Móvil Perú S.A.C. contra la Municipalidad Distrital de 

San Borja ante la Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas, por la imposición 

de una barrera burocrática presuntamente ilegal y/o carente de razonabilidad, consistente 

en la exigencia de colocar una cámara de seguridad como parte de la instalación de una 

estación de radiocomunicación.  

El 15 de febrero de 2017, mediante Resolución 0159-2017/STCEB-INDECOPI, la 

Secretaría Técnica de la Comisión admitió a trámite la denuncia. El 3 de marzo de 2017, 

la Municipalidad presentó sus descargos. 

El 7 de julio de 2017, mediante Resolución 0373-2017/CEB-INDECOPI, la 

Comisión declaró barrera burocrática legal los hechos contenidos en la denuncia, y 

consecuentemente declara infundada la denuncia.  

El 31 de julio de 2017, la denunciante interpuso recurso de apelación contra la 

Resolución 0373-2017/CEB-INDECOPI. El 5 de enero de 2018, la Municipalidad resolvió 

el recurso de apelación reiterando sus argumentos de descargos. Cabe señalar que, 

dentro del auto concesorio de apelación, también se resolvió el desistimiento del 

procedimiento por parte de Claro, sin embargo, este no prosperó ya que la resolución de 

primera instancia ya había sido emitida. 

Al respecto, no estuve de acuerdo con la resolución de primera instancia, toda vez 

que, considero que la medida materia de denuncia (contar con una cámara de seguridad) 

no corresponde a una exigencia, requisito, limitación, prohibición o cobro impuesto por la 

Administración Pública en ejercicio de su función administrativa en virtud de la cual 

impone reglas orientadas a regir las actividades de los agentes en el mercado y los 

procedimientos administrativos a su cargo. Queda claro que todo lo mencionado no reúne 

las características necesarias para calificar como una barrera burocrática pasible de ser 
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analizada en el procedimiento. 

Finalmente, la Sala Especializada de Barreras Burocráticas del INDECOPI, 

REVOCÓ la Resolución de primera instancia, en consecuencia, declara improcedente la 

denuncia presentada por América Móvil Perú contra la Municipalidad Distrital de San 

Borja. 
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IV. CONCLUSIONES 

 Las barreras burocráticas son todas aquellas exigencias, limitaciones, requisitos, 

prohibiciones, etc., que a modo de obstáculo son aplicadas por el Estado a los 

administrados, obstaculizando, condicionando o restringiendo el ingresar o permanecer 

en el tráfico comercial dentro de lo que conocemos como mercado. Asimismo, los actos 

emanados del estado que afecten las normas de simplificación administrativa deberán 

ser considerados barreras burocráticas. 

 Estas se materializan a través de las disposiciones administrativas, actos administrativos 

y actuaciones materiales y son exclusivas de las funciones administrativas de las 

entidades que forman parte del estado. 

 Dentro del caso materia del presente Informe, se debe entender que la autonomía 

municipal no debe entenderse como autarquía, más bien éste debe ejercerse en estricto 

respeto del ordenamiento jurídico vigente. 
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VI. ANEXOS 

 










































































































































































































































